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imputable al órgano ju'dicial. debe ser reparada por' este
Tribunal, restableciendo al recurrente el derecho funda­
mental ~del que se ha visto prívado por la Sentencia
impugnada.

FAllO

_En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
- titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. . .

Ha decidido

Estimar el presente reéurso de amparo y, encon­
secuencia:

1.° Reconocer al recurrente en amparo, Instituto
Nacional de la Seguridad Social, el derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.° Restablecer al recurrente en la integridad de
su derecho, para lo cual se anula la Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jl.Jsticia de
Madrid,· de fecha· 21 de·diciembre de 1990,(autos
6.447/87), retrotrayéndose las actuaCiones al momento
'anterior al de dictarse la Sentencia an'ulada, para que
por dicho Tribunal se dicte otra que resuelva sobre' el
recurso de suplicación interpuesto por el recurrente en

. amparo conjuntamente con la. Tesorería .General de la
Seguridad Social.

Publíquese esta Sentencia en el {(Boletín Oficial del
Estado)).

Dada e~ Madrid, a trece da diciembre· de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.~Fernando García Mon y ,González..flegue­
ral.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Meridizábal
AlIende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmadoy rubricado.

1112 Sala Primera. Sentencia 369/1993, de 13 de
diciembre de 1993. Recurso de (Jmparo
1.146/1991. Contra-Sentencia de la Sala de
lo Social del T.S.J.· de Madrid, recaída ensupli­
'cación confirmatoria de la dictada por el..Juz­
gado de lo Social núm. 22 de Barcelona. Vul­
neración del derecho a la tutela judicial efee­
tiva:incongruencia de la Sentencia recurrida.

la Saia Primera del Tribunal Constitucionjll, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González.-Regueral,
don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal
Allende y don Pedro Cruz VillaIón, Magistrados, ha
pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ej·recurso de amparo núm. 1.146/91, interpuesto
por doña María de los Desamparados González Nicol~m,
representada por el Procurador de los Tribunales don
Federico Olivares Santiago y asistida del Letrado don
Ramón Plandiura Vilacis, interpuesto contra la Sentencia
de la Saja de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, de 15 de marzo de 1991, recaída en recurso
de suplicadón, confirmatoria de la dictada par el Juzgado
de lo Social núm. 22 de Barcelona, el 21 da octubre ­
de 1988 {autos 395/88). Han comparecido el Aboga~o

del Estado yel Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa

., el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el31 de
mayo de 1991, don Federico Olivares Santiago, Procu­
rador de los Tribunales, interpone, en nombre y repre­
sentación de doña María de los Desamparados González
Nicolau, recUrso de amparo contra la Sentencia 'tIe la
Sala de lo Social del Tribunal Superior 'de Justicia de
.Madrid de ·16. de marzo de 1991, dictada en· recurso
de suplicación (recurso núm. 395/88), int~rpuestocon­
tra la Sentencia del Juzgado de lo Social. núm. 22 de
Barcelona de 21 deocWbre .de' 1988 (autos 395/88).

2. Del contenido de la demanda y de los documen­
tos que la acompañan resultan estos hechos con rele­
vancia para resolver este recurso de amparo:

a) la recurrente en amparo presentó en su'día soli­
citud de prestaciones de vejez del extinguido S.O.V.!.,
que le fue denegada·por eII.N.S.S. por no reunir el pedo­
do de cotización exigible de mil ochocientos días.

b) Interpuesta .demanda,la 'misma fue desestimada
por SentÉmciadel Juzgado de lo Social núm. 22 de Bar­
celona de 21 de octubré de 1988 porla rpisma razón..

e) la solicitante de amparo formalizó recurso contra
la anterior Sentencia, sosteniendo que, aun cuando no
reuni~rael períodode cotización señalado, tenía derecho.
ala prestación reclamada, pues bastaba acreditar qúe
se había trabajado durante cinco años para las Admi­
nistraciones Públicas, .. según entendía la jurisprudencia
al aplicar la ley de 26 de diciembre de 1958. la Sen­
tenciada la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, de 15 de marzo de 1991, desestimó
e.1 reéurso, partiendo de que losólicitado por la recurrente
,era prestación de invalidez, cuando lo' que verdadera­
mente solici;taba, como se· ha visto, era prestación de
vejez. la. Sala se extiende, ast sobre si la enfermedad
fue o no la causa del cese en el trabajo, l1egando a
uoa·conclusi,ón negativa.

3. Contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid ·se interpone
recurso de amparo, por presuntavulneracióndeil art.
24.1C.E., con la súplica de que se retrotraigan las actua­
ciones al momento de dictar Sentencia e'n laque el Tri­
bunal Superior de Justicia tenga en cuentaql,le la cues­
tión planteada es una' prestación de vejez y no una de
invalidez. ,Considerando el caso como si estuviera en
juego una prestación de inválidez, en vezCde una pensión
de vejez,l~ Sentencia recurrida ha lesionado no sólo
el art 359LE.C., sino adem¡f¡s elert. 24.1C.E.

4. Porprovidencia °de 25 de septiembre de. 1991,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a
trámite el presente recurso, y, en consecuencia, requerir
del Juzgado dÉf lo Social núm. 22 de Barcelona y de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madridl~s correspondientes actuaciones, interesando
tambiénelempla4amiento de lbs que hubieran sido parte;;
en el proceso judicial antecedente, para que pudieran
personarse y defender sus intereses en este proceso
constitucional. .

·5. Por escrito feQ}strado ell este Tribunal el 21de
octubre de 1991 comparec:ió el Abogado del Estado.

6. Por providencia· de 20'de enero de 1993 la Sec­
ción acordó tener por recibidas las,actuaciones judiciales

. solicitadas, tener por personado y parte al Abogado de!
Estado y \dar vista de aq:.léllas al recurrente, al Abogado
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del Estado y al Ministerio Fiscal para qlle en el plazo
común de. veinte días formularan las alegaciones que
a su derecho convinieran.

7. El 14 de febrero de 1992 presentó sus alega­
ciones el Ministerio Fiscal. En las mismas interesaba que
se otorgase el amparo en los términos solicitados. .

Centrada la demanda en que la Sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Justicia· se refiere ab initio .
a una pen~iónde invalidez, .a pesar de que tanto en
la demanda como en el proceso seguido en la instancia
quedaba claro que lo solicitado era una pensión de vejez
o jubilación S.oV.!., aprecia el Fiscal que en la Sentencia
recurrida se hacían afirmaciones sólo aplicables a la inva­
lidez, aunque otras ~omo.la referida al período de caren­
cia fijado en el art.7 de la Orden Ministerial de 2de
febrero de 1940- sí se referían al subsidio" de Vejez.

En todo caso, la Sentencia recurrida no daba res-
· puesta a una cuestión esencial planteada, como la de
la inaplicación de la Ley de 26 de diciembre de 1958,
según la cual no era preciso .. acreditar la carencla de
cotización de mil ochocientos días si se habían prestado
servicios a la Administración Pública por cinco años.

En suma, entiende el Ministerio Fiscal que la Sen­
tencia impugnada ha incurrido en los ·vicios de incon­
gruencia omisiva y error patente.

. 8. EI5 de febrero de 1992presentó"sus alegaciones
el Abogado. del Estado, en las que interesaba que fuera.
desestimado el presente recurso. Razonaba en primer
lugar que, con independencia de los errores habidos en
la· Sentencia impugnada, lo cierto es que en su fallo
se resuelve la pretensión, siendo el error en una de sus
palabras fácilmente salvable. No se hadado, a su juicio
una incongruencia con dimensión constitucional que
hubiera mermado sus posibilidades de defensa (SSTC
29/1987,8/1989 y 68/1989).

El motivo único de suplicación resuelto por la Sen­
tenciaahora recurrida fue efectivamente respondido en
la misma, resolvió el debate procesal planteado. A pesar
del error ya referido, lo cierto es. que en el fundamento

·jurídico 2.° de la Sentencia impugnada se señaló que
. la efectiva ejecución de trabajos por cuenta ajena no
presupone la afiliación niel alta, ptocediendopor lo tanto
la desestimación del recurso al no haberse acreditado
los necesarios mil ochocientos días de cotizaoión, invo~

cando el art. 7 de la Orden de 2 de febrero de 1940
que se refiere, efectivamente, a las prestaciones por ve-
jez S.O.V.!. .' .

Concluye reiterando que la Sentencia recurrida daba
efectiva respuesta a la pretensión deducida por lo que
no cabe apreciar vulneración constitucional alguna, ya
que sólo se trata de expresiones erróneas dela Sentencia
recurrida carentes de relevancia material.

9. El 12 de febrero de 1992 preseQtósus alega-
·ciones el demandante, en las·.que, tras ratificar y. dar
por reprodu.cido lo expuesto en su demanda, subrayaba
la existencia de una relevante incongruencia procesal
que había supuesto violación del art.24.1 C.E.

10. Por providencia de 9 de diciembre de 1993
se señaló para la deliberación y.votación dé esta Sen­
tencia el siguiente día 13 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. EI9bjeto de! presente recurso de amparo consiste
en determinar si la· Sentencia·de la Sala de lo Social
del Tribuna! Superior de -Justicia de Madrid de 15 de
marzo de 1991 (ree. 4.116/89), dictada en recurso de
suplicación vulneró el derecho a la tutela judicial, reco-

nocido en el arto 24.1 C.E., por haber incurrido en el
vicio de·incongruencia.

Dicha vulneración provendría del hecho de que en
la demanda formulada en la instancia se pretendía el
reconocimiento de las prestaciones económicas corres­
pondientes a la situación de vejez (S.O.V.I.) y se discutía·
si el demandante reunía los requisitos de cotización pre­
via suficientes para acceder a las prestaciones mencio­
nadas. Una vez denegadas las mismas par el Juez de
lo Social. esta decisión se recurrió en suplicación, ale­
gándose que la Sentencia impugnada había desconocido
lo dispuesto en el art. 1 de la Ley de 26 de diciembre
de 1958, precepto en cuya virtud habría que reconocer,
a juicio del recurrente, el cumplimiento de la cotización
previa. Sin embargo, el Tribunal Superior de Justicia ad
quem, en lugar de examinar ese motivo de impugnación,
razonó -desde los propios antecedentes de la Senten­
cia- en el único sentido de resolver un supuesto no
de vejez, sino de invalidez, confirmando la Sentencia
recurrida.

2: Lo -anteriormente relatado ponstituye¡ a juicio del
demandante,· una vulneración del art 24.1 C.E., pues
la Sentencia impugnada adolece de vicio de incongruen­
cia ·con relevancia constitucional. .

A esta misma conclusión llega el Ministerio Fiscal,·
subrayando que lo sucedido en estecaso,noes un mero
error de transcripción verbal. sino que determinados
razonamientos y afirmaciones efectuados en la Senten­
cia recurrida -aunque no todos- sólo son aplicables
a la invalidez, no al subsidio de vejez, y que, en todo
caso, no se alude·en la Sentenc.ia recurrida a la·cuestión
esencial formulada en el recurso ·de· suplicación, esto
es, a la inaplicación de la Ley de 26 de diciembre de
1958. Por todo ello, considera el Fiscal que la Sentencia
impugnada ha incurrido en el vicio de incongruencia
omisiva.

Porel contrario, el Abogado del Estado entiende que _
la Sentencia recurrida incurre en un error verbis fácil­
mente salvable, y que, más· allá del mismo, lo cierto
es que resuelve en realidad el debat~ planteado en sen­
tidodesestimatorio, evocando además el art. 7 de la
Orden Ministerial de2 de febrero de 1940 que se refería
a las prestaciones por vejez-S.a.V.1.

3. En reiteradas ocasiones, desde la STC20/1982,
hemos tenido ocasión de declarar que el vicio de inconc

gruencia, entendido como desajuste entre el fallo j~dicial

y los términos en que las partes formulan sus preten­
siones,concediendo más, menos o cosa distinta de lo
pedido, puede significar una vulneración· del principio
dispositivo constitutivo de una efectiva denegación del
derecho a la tutela judicial. siempre que la desviación
sea de tal naturaleza que suponga unBmodificación sus­
tancial del objeto procesal con la consiguiente indefen­
sión y sustracción a las partes del verdadero debate con­
tradictorio (SSTC 168/1987, 144/1991, 183/1991,
59/1992,88/1992, 44/1993, por todas).

De este modo, para determinar si existe incongruen­
cia en una resolución judicial. civil o laboral es preciso
confrontar su parte dispositiva con el objeto del proceso,
delimitado por sus elementos subjetivos -partes- y obje­
tivos ~ausa de pedir y petiturrr-, de manera que la
adecuación debe extenderse tanto a la petición, como
a los hechos que la fundamentan; ello sin perjuicio de
que, en virtud del principio iura novit curia el órgano
judicial no haya de quedar obligado a ajustarse a los
razonamientos jurídicos empleados por las partes (STC
88/1992, por todas).

4. Lo .sucedido en el presente caso se resume en
que el Tribunal ad quem resolvió sobre una cuestión
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no suscitada, no ya en el' recurso de suplicación'for­
mulada por la demandante, sino ni siquiera en la ins­
tancia, como 'era si la actora reunfa cotizaciones sufi­
cientes para causar prestaciones de invalidez. Además, ~
no examinó el motivo fundamental exhibido en el recurso
de suplicación, cual era-el de si procedfa aplicar la Ley
de 26 de junio de 1952,10 que resultaba esencial para
el caso, puesto que, de entenderse aplicable esa norma,
ello podrfa haber conducido al éxito del recurso.

Lo expuesto -la solución a una cuestión ajena por
completo al debate procesal planteado, y la falta de pro­
nunciamiento sobre 'la verdadera cuestión Htigiosa- ha
significado un supuesto de incongruencia ultia pétita
-en cuanto que el órgano judicial se pronunció sobre
un. tema absolutamente ajeno al debate procesal como
era el derecho de la recurrente a una pensión de inva­
lidez~ y, al mismo tiempo, un supuesto de incongruencia
por omisión, causante' de indefensión material, por no
haberse, pronunciado el órgano judicial sobrelapreten­
siónprocesaf deducida. Estamos, pues, ante casos muy
próximos a los resueltos anteriormente por este Tribunal
porlasSSTC 14/1984, 28/1987, 142/1987 y'
'125/1989, y, en concreto, ante lo que en la STC
28/19~U se llegó a llamar gráficamente «incongruencia;
por error», que consistfa, precisamente, en que por un
error de cualquier género sufrido por elórgarlO judicial
no seresolvfa sobre la pretensión formulada en lademan­
da o sobre el motivo de r.ecurso, sino que erróneamente
se ra~onabasobre otra pretensión absolutamente ajena
al debate procesal plante;ado..'

En el caso,aquf examinado, la alteración de' los tér­
minos de la litis resulta indiscutible: el órgano judicial
negó algo que nunca se solicitó-una pensión de inva­
lidez..,.. pero no se pronunci.ó, ni en un sentido ·ni, en
otro, sobre lo ,solicitado en el recurso -la pensión- de .
vejez S.OV.I.-ni tampoco se examinó el principaly único

,motivo de ,recurso, esgrimido por el recurrente en' supli­
cación,cual era el de siprocedfa aplicar laya mencionada
Ley de 26 de diciembre de 1-958. .

No es posible, pues, aceptar la alegación del Abogado
del Estado en el sentido de que la Sentencia impugnada
contiene un mero error en ladesignación del objeto liti­
gioso -'confundir eLtérmino invalidez por el devejez-,
como lo confirma el haber invocado un precepto sólo
aplicable al supuesto de vejez. Con independencia de
que exista esa referencia indirecta al haberse citado la
norma mencionada, -la Orden Ministerial de '2 defebre'"
ro de 1940- ello no permite concluir que nos encon­
trarnos ante un supuesto de congruencia implfcita, pues
la existencia de esta alusión, ni puede considerarse una
respuestaespecffica del motivo de suplicación, ni puede
ocultar que los razonamientos hechos en el fundamento
jurfdicol.o de la Sentencia impugnadase refieren exclu·
siva y directamente a la contingencia de invalidez..

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons'" '
- titucional, POR LA AUTORIDAD, QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN

DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. "

Ha decidido'

Estimar el recurso de ·amparo interpuesto por doña
Marfa de los Desamparados González Nicolau y,ensu
virtud:

1.° Reconocer a la demandante su derecho a la tute­
la judicial efectiva y sin indefensión.

, 2.° Anular la Sentencia, dictada por la Sala dé lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de
15 de marzo de 1991 (rec. núm. 4.116/89).

3.° Retrotraer lasac:tuaciones correspondientes al
recurso de suplicación núm. 4.116/89 seguido ante la
Sala de lo, Social del Tribunal Superior, de Justicia de
Madrid al momento anterior al de dictar Sentencia para
qUe se dicte otra que respete el derecho fundarnental
vulnerado. '

Publfquese esta Sentencia en el «Boletfn Oficial del
Estado». '

Dada en Madrid, a trece de diciembre de mil nove­
cientos nóventa-y tres.-Miguel Rodrfguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garda-Mon y González-Regue­
ral.-Vicente Gimeno Sendra.-:-Rafael de Mendizábal
Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

1173 Sala Primera. Sentencia 370/1993, de 13 de
,diciembre de 1993. Recurso, de amparo

1.35311991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Civil del Tribunal Supremo, resolutoria del
recurso-extraordinario de revisión interpuesto
contra la del Juzgado de Primeralnstancia
núm. 12 de'Madrid, dictada en procedimiento
declarativo ,ordinario. de mayor cuantía.

, Supuesta vulneración del derecho ala tutela
judicial efectiva: Apreciación motivada de la
caducidad del recurso intentado.

La Sala Primera delTribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodrfguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando Garda-Mon y González-Regueral,
don Vicente Gimeno SeÍldra, don Rafael de Mendizábar
Allende y don Pedro Cruz VillaIón, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBREDELREY

la sigui,ente

SENTENCIA

Enel recurso de am'paro nÚm. 1.353/9 t interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Celsode la Cruz
Ortega, en',nombre y representación dó la Sindicatura
de la quiebra, necesaria de'la en.tidad mercantil «pistas
y Obras, S.A.», asistido del Letrado don Salvador Peña
Ochoaicontrala' Sentencia de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo, de fecha· 7 de mayo de 1991, rescr
,Iutoría del recurso extraordinario de revisión interpuesto
contra la Sentencia, de 6 de abril de 1984. del Juzgado
de Primera Instancia núm. 12de Madrid, dictada en
procedimiento declarativo ordinario de mayor cuantfa.
Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ,la sociedad «Isla
Canela, S.A.», representada por la Procuradora doña
Roda Sampere Meneses y 'defendida por el Letrado Sr,
Palomino López,asf como don Antonio Martfnez Laredo.
y las sociedades «Financiera de Automóviles y Maqui­
naria Industrial, S.A.» (F.A.M.I.S.A.),y «Financiera Mer.,
cantil Industrial, S.A.» (F.I.M.I.S.A.), representados por el
Procurador don AntonioRafael Rodrfguez Muñoz y defen­
didos por el Letrado don Manuel Sánchez-Zubizarreta:
Ha sido Ponente don Pedro CruzVillalón, quien expresa
el parecer de la Sala. -

1. Antec~dentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 2 r de junio de 1991 procedente del Juzgado de
Guardia de Madrid (donde se registró enfecha 20 de
junio de 1991), el Procurador de los Tribunales don Celso


